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REF: Preocupación respecto de nuevas leyes aprobadas 
por la Asamblea Nacional del Ecuador y firmadas por el 
presidente Daniel Noboa que incluyen disposiciones 
abusivas y peligrosas que ponen en riesgo los derechos 
humanos de todas las personas que residen en Ecuador.  

 
Distinguida Señora Presidenta: 
 
Amazon Frontlines, Alianza de Organizaciones de Derechos Humanos del Ecuador, Comité 
Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos,  Fundación Surkuna, OMASNE, 
Yasunidos, Las Comadres, APT Norte, Geografía Crítica, Colectivo de Antropólogos, Fundación 
ALDEA, Acción Ecológica, Fundación Alejandro Labaka, Mujeres de Frente, 
Bolena,  Coordinadora de Organizaciones Sociales del Guayas, Centro Ecuatoriano para la 
Promoción y Acción de las Mujeres (CEPAM Guayaquil), Pacto de la Niñez y Adolescencia, 
Coalición contra el Abuso Sexual a la Niñez, Red de Organizaciones por la Defensa de los 
Derechos de la Niñez y Adolescencia,  y Alianza por la Niñez y Adolescencia Ecuador,  nos 
dirigimos a usted y por su intermedio a la Ilustre Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(en adelante, “Comisión” o “CIDH”) a fin de solicitarle, con fundamento en las competencias que 
le otorga el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante, 
CADH o Convención),1 solicite al Estado de Ecuador información sobre el desarrollo de nuevas 
leyes aprobadas por la Asamblea Nacional del Ecuador y firmadas por el presidente Daniel Noboa 
que incluyen disposiciones abusivas y peligrosas que ponen en riesgo los derechos humanos de 
todas las personas que residen en Ecuador y formule recomendaciones al gobierno Ecuatoriano 
para que adopte medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus 

                                                 
1 Artículo 41.- La Comisión tiene la función principal de promover la observancia y la defensa de los derechos 

humanos, y en el ejercicio de su mandato tiene las siguientes funciones y atribuciones: 

(b) Formular recomendaciones, cuando lo estime conveniente, a los gobiernos de los Estados miembros para que 

adopten medidas progresivas en favor de los derechos humanos dentro del marco de sus leyes internas y sus 

preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar el debido respeto a esos 

derechos; 

(d) Solicitar de los gobiernos de los Estados miembros que le proporcionen informes sobre las medidas que 

adopten en materia de derechos humanos”. 

 

 



 

 

 

leyes internas y sus preceptos constitucionales, al igual que disposiciones apropiadas para fomentar 
el debido respeto a esos derechos. 
 
      

I. ANTECEDENTES 
 

a. Ecuador sumido en la inseguridad: negligencia y falta de actuación estatal. 
 

Hasta enero de 2021 en el Ecuador aún nos percibíamos como uno de los países más seguros 

de la región2. Hoy somos el país más violento de la región.3 El primer trimestre de 2025 es el 

más violento de nuestra historia.4 La inseguridad sólo aumenta tras un año de sucesivos 

“estados de excepción” y militarización que inició con la declaratoria gubernamental de 

“conflicto armado interno” (rechazada por la Corte Constitucional). Y continuó con una 

populista consulta popular en la que el presidente ganó el favor de los votantes en medidas 

como extradición de ecuatorianos, aumento de penas, participación de militares en el control 

del orden interno, militarización de los perímetros de las cárceles, entre otras. 
 

Ya en febrero de 2021, la primera de una serie de masacres carcelarias evidenció que las 

cárceles se habían convertido en centros operativos del crimen organizado y en lugares de 

extorsión.5 Estudios revelan cómo las bandas criminales mueven ingentes cantidades de dinero 

a costa de la población interna.6 En su momento, se advirtió la magnitud del problema y que lo 

que ocurría era producto de varios factores.7 Entre otros, la existencia de mega cárceles, la falta 

de ejes de rehabilitación, la corrupción de la fuerza pública que posibilita a las bandas la toma 

                                                 
2

El Comercio, “La violencia en Ecuador aumentó en el 2020, hubo más sicariatos y asesinatos,” 4 de enero de 2021, 

https://www.elcomercio.com/actualidad/seguridad/muertes-violentas-ecuador-aumento-2020.html. 
3

Juliana Manjarrés, Christopher Newton y Marina Cavalari, “Balance de InSight Crime de los homicidios en 2024,” 

InSight Crime, 26 de febrero de 2025, https://insightcrime.org/es/noticias/balance-insight-crime-homicidios-2024/. 
4 Primicias, “El primer trimestre de 2025, el más violento de la historia reciente de Ecuador,” 21 de abril de 2025, 

https://www.primicias.ec/seguridad/primer-trimestre-muertes-violentas-homicidios-records-historia-ecuador-
94451/. El segundo mes de 2025 se consolidó como el febrero más violento en Ecuador desde que existen registros 
oficiales, con 736 muertes violentas, un aumento del 90,18% respecto al mismo mes del año anterior (387 casos), de 
acuerdo con los datos del Ministerio del Interior. Primicias, “La violencia en Ecuador escala a niveles históricos: 
homicidios en febrero de 2025 rozan los récords de 2023,” 21 de marzo de 2025, 
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-
92277/ 
5

Primicias, “Extorsión, el drama oculto de las cárceles ecuatorianas,” 17 de agosto de 2021, 

https://www.primicias.ec/noticias/en-exclusiva/vacunas-drama-oculto-carceles-ecuatorianas/. 

 
6

   Según un estudio sobre el sistema penitenciario realizado en 2021 por el centro de investigación etnográfica 

Kaleidos, la familia media de un preso pagaba US$124 al mes por comida, productos de limpieza e higiene y una visita 
al mes. Este costo ascendía a los US$251 mensuales cuando incluía el acceso a una llamada y dinero de “protección”. En 
el año en que se llevó a cabo el estudio, la población presa superaba las 38.000 personas, lo que representaba entre 
US$56 y US$114 millones de ingresos solo por estos pagos.   James Bargent, El sistema penitenciario en Ecuador: 
historia y retos de un epicentro del crimen, InSight Crime, diciembre de 2024, https://insightcrime.org/wp-
content/uploads/2024/12/El-sistema-penitenciario-en-Ecuador-historia-y-retos-de-un-epicentro-del-crimennSight-
Crime-Dec-2024VersionEspanol.pdf.  
7

Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), Situación de las personas privadas de libertad en Ecuador, 

Organización de los Estados Americanos, 17 de marzo de 2022, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Informe-PPL-Ecuador_VF.pdf.  

https://www.elcomercio.com/actualidad/seguridad/muertes-violentas-ecuador-aumento-2020.html
https://www.elcomercio.com/actualidad/seguridad/muertes-violentas-ecuador-aumento-2020.html
https://www.elcomercio.com/actualidad/seguridad/muertes-violentas-ecuador-aumento-2020.html
https://insightcrime.org/es/noticias/balance-insight-crime-homicidios-2024/
https://insightcrime.org/es/noticias/balance-insight-crime-homicidios-2024/
https://www.primicias.ec/seguridad/primer-trimestre-muertes-violentas-homicidios-records-historia-ecuador-94451/
https://www.primicias.ec/seguridad/primer-trimestre-muertes-violentas-homicidios-records-historia-ecuador-94451/
https://www.primicias.ec/seguridad/primer-trimestre-muertes-violentas-homicidios-records-historia-ecuador-94451/
https://www.primicias.ec/seguridad/primer-trimestre-muertes-violentas-homicidios-records-historia-ecuador-94451/
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.primicias.ec/noticias/en-exclusiva/vacunas-drama-oculto-carceles-ecuatorianas/
https://www.primicias.ec/noticias/en-exclusiva/vacunas-drama-oculto-carceles-ecuatorianas/
https://www.primicias.ec/noticias/en-exclusiva/vacunas-drama-oculto-carceles-ecuatorianas/
https://insightcrime.org/wp-content/uploads/2024/12/El-sistema-penitenciario-en-Ecuador-historia-y-retos-de-un-epicentro-del-crimennSight-Crime-Dec-2024VersionEspanol.pdf
https://insightcrime.org/wp-content/uploads/2024/12/El-sistema-penitenciario-en-Ecuador-historia-y-retos-de-un-epicentro-del-crimennSight-Crime-Dec-2024VersionEspanol.pdf
https://insightcrime.org/wp-content/uploads/2024/12/El-sistema-penitenciario-en-Ecuador-historia-y-retos-de-un-epicentro-del-crimennSight-Crime-Dec-2024VersionEspanol.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Informe-PPL-Ecuador_VF.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Informe-PPL-Ecuador_VF.pdf
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/Informe-PPL-Ecuador_VF.pdf


 

 

 

de las cárceles8 y el ingreso de armamento impresionante a los centros de privación de libertad 

-imposible sin significativo involucramiento de los celadores.9 Las requisas de armas se 

intensificaron luego del decreto de excepción del 8 de enero de 2024. Sin embargo, los 

familiares de personas privadas de la libertad denuncian que las armas siguen entrando “hasta 

en las ambulancias que ingresan a retirar cadáveres.”  
 

Paralelamente, los homicidios intencionales que miden la incidencia de la violencia en un país 

han aumentado de forma exponencial. Febrero de 2025 es el febrero más violento desde que 

eixsten datos oficiales en Ecuador. 736 muertes violentas corresponde a un aumento del 

90.18% respecto a febrero de 2024, de acuerdo con datos del Ministerio del Interior.10 
 

En ese contexto, las economías criminales han florecido significativamente. El presidente 

Daniel Noboa ha estimado que la economía ilegal mueve alrededor de USD 30.000 millones al 

año, lo que representa casi un tercio del PIB.11 Esta afirmación no tiene un respaldo técnico. 

En cambio, los estudios especializados pintan un cuadro más complejo y preocupante. Según 

investigación del Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT), en cinco años el 

lavado de activos en Ecuador involucró cerca de USD 4.504 millones relacionados con el 

narcotráfico, USD 3.552 millones vinculados a la corrupción y USD 2.841 millones por 

evasión fiscal. Estas cifras alarman aunque sean considerablemente más bajas que las 

estimaciones del presidente. Revelan la existencia de flujos ilícitos persistentes que 

distorsionan la economía nacional, la erosión de la base tributaria y el debilitamiento de los 

mecanismos de control del sistema financiero.12 Hasta ahora no hay una estrategia efectiva para 

frenar su expansión.    
 

Al contrario de otros países de la región donde cada año se castiga el lavado de activos, en el 

Ecuador la investigación penal y la administración de justicia resultan inefectivas. Según el 

Observatorio Ecuatoriano del Crimen Organizado, “[e]ntre 2020 y 2022 en promedio se emitió 

                                                 
8

Connectas, “Delitos policiales: la impunidad que tortura,” https://www.connectas.org/especiales/delitos-policiales/. 
9

  “Los presos cuentan con armas cortas y largas, granadas y explosivos como dinamita y C4. En varias ocasiones, se 

encontró que el tráfico de armas en las cárceles era facilitado por fuerzas del orden corruptas, sin que este delito haya 
propiciado el inicio de investigaciones judiciales o alguna condena sancionatoria. A partir del estado de excepción 
decretado el 8 de enero del 2024 por el Gobierno ecuatoriano, las intervenciones en las cárceles en busca de armas se 
intensificaron. Sin embargo, de acuerdo con entrevistas mantenidas con familiares de personas privadas de libertad y 
fuentes criminales, las armas siguen entrando en complicidad con las autoridades. Como afirma uno de los 
entrevistados, «las armas entran a la cárcel hasta en las ambulancias que ingresan a retirar cadáveres..”   Carla Álvarez 
Velasco, ¿El paraíso perdido? Tráfico de armas de fuego y violencia en Ecuador, Global Initiative Against Transnational 
Organized Crime, junio de 2024, https://globalinitiative.net/wp-content/uploads/2024/06/Carla-A%CC%81lvarez-
%C2%BFEl-parai%CC%81so-perdido_-Tra%CC%81fico-de-armas-de-fuego-y-violencia-en-Ecuador-GI-TOC-junio-
2024.pdf.  
10 García, A. (21 de marzo de 2025). La violencia en Ecuador escala a niveles históricos: homicidios en febrero 

de 2025 rozan los récords de 2023. Primicias.  https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-

niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/. 
11 Ver en https://www.youtube.com/watch?v=DdFE4RTajFk  
12

 Grupo de Acción Financiera de Latinoamérica (GAFILAT). (2023). Informe de evaluación mutua de la República del 

Ecuador. Pág. 17. Buenos Aires. En:  https://biblioteca.gafilat.org/wp-content/uploads/2024/07/IEM-Ecuador.pdf  

https://www.connectas.org/especiales/delitos-policiales/
https://www.connectas.org/especiales/delitos-policiales/
https://globalinitiative.net/wp-content/uploads/2024/06/Carla-A%CC%81lvarez-%C2%BFEl-parai%CC%81so-perdido_-Tra%CC%81fico-de-armas-de-fuego-y-violencia-en-Ecuador-GI-TOC-junio-2024.pdf
https://globalinitiative.net/wp-content/uploads/2024/06/Carla-A%CC%81lvarez-%C2%BFEl-parai%CC%81so-perdido_-Tra%CC%81fico-de-armas-de-fuego-y-violencia-en-Ecuador-GI-TOC-junio-2024.pdf
https://globalinitiative.net/wp-content/uploads/2024/06/Carla-A%CC%81lvarez-%C2%BFEl-parai%CC%81so-perdido_-Tra%CC%81fico-de-armas-de-fuego-y-violencia-en-Ecuador-GI-TOC-junio-2024.pdf
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.primicias.ec/seguridad/ecuador-muertes-violentas-niveles-historicos-homicidios-febrero-records-92277/
https://www.youtube.com/watch?v=DdFE4RTajFk
https://biblioteca.gafilat.org/wp-content/uploads/2024/07/IEM-Ecuador.pdf


 

 

 

una 1 sentencia condenatoria por año [por lavado]; mientras en el período 2016 a marzo 2020, 

este promedio fue de 3 sentencias.”13 
 

Otro ámbito de crecimiento de economía criminal se da en el ámbito de la minería. Vale aclarar 

que en Ecuador, toda actividad minera incluso la regularizada es ilegal en tanto viola mandatos 

constitucionales incluidas las consultas previas previstas en los arts 57.7 (consulta a pueblos) 

y 398 (consulta ambiental) y los derechos de la naturaleza. La minería a toda escala 

regularizada pese a esas falencias opera bajo la legitimidad artificial que le ofrece el Estado. El 

rechazo manifiesto de las comunidades impactadas es confrontado con una ilegítima e ilegal 

estrategia de “zanahorias y palos”. Las empresas cooptan líderes y comunidades con ofertas de 

salarios precarios y obras menores (canchas, puestos de salud) y el Estado reprime la resistencia 

con militarización y criminalización de la protesta. En este contexto, la regulación 

gubernamental de las consultas previas que diluye los altos estándares internacionales en la 

materia sólo consolida los atropellos a las comunidades y socava la aún potente resistencia 

antiminera.  Este dato es relevante por los efectos anticipables de la política de “seguridad” del 

presidente Noboa en esta resistencia.  
 

Eso dicho, oficialmente sólo se considera “ilegal” a la minería no regularizada. Oficialmente 

también, los gobiernos y las empresas mineras promueven un discurso de “combate a la minería 

ilegal”.  
 

La realidad, en cambio, revela que el tal combate no sólo no la ha reducido: esta minería se ha 

consolidado tanto por la  permisividad estatal como en torno a concesiones formales pero sin 

las licencias debidas.14  Como resultado, las actividades han crecido en un 578% entre 2021 y 

2022.15  Desde al menos 2019 la minería de este tipo ha devastado aproximadamente 1.422 

hectáreas de bosque y forzado el desplazamiento de comunidades, incluidas indígenas.16 

Recién en los últimos meses se ve acciones serias contra esa minería con resultados aún pobres 

y, en casos, dolorosos para la sociedad. El 9 de mayo 2025 todos los miembros de una patrulla 

militar murieron cuando fueron emboscados en un operativo contra actividades mineras en el 

Alto Punino, en la amazonia norte.17  Esas actividades venían dándose libremente pese a que, 

por años, las imágenes satelitales evidenciaban su existencia.   
 

                                                 
13

Observatorio Ecuatoriano de Crimen Organizado (OECO). (2024). Estudio de sentencias por lavado de activos en 

Ecuador 2020–2022, pág. 20. https://oeco.padf.org/wp-content/uploads/2023/11/ESTUDIO-DE-SENTENCIAS-DE-
LAVADO-DE-ACTIVOS-resumen.pdf.  
14

 Verdezoto, G. “Los desplazados por la minería ilegal en Ecuador.” GK, 11 de mayo de 2025. 

https://gk.city/2025/05/11/la-mineria-ilegal-ecuador-desplazados-amazonia-frentes-mineros/. 
15 Villacís S, Ochoa J, Borja MO, Josse C, Finer M, Mamani N (2022) Minería Ilegal en la 

Amazonía Ecuatoriana. MAAP: #151.  Ver en: 

https://maaproject.kinsta.cloud/?html2pdf=https://www.maapprogram.org/es/mineria-

ecuador/&media=print#page=9.68  
16 Ver Verdezoto, pie de página 13 arriba.   
17 Alvarado, A.C. (21 de mayo de 2025). Detrás de masacre en Punino: asesinato de 11 militares revela 

expansión e impacto ambiental de la minería ilegal en la Amazonía ecuatoriana. Mongabay Latam.  

https://es.mongabay.com/2025/05/masacre-punino-asesinato-militares-mineria-ilegal-ecuador/  

https://oeco.padf.org/wp-content/uploads/2023/11/ESTUDIO-DE-SENTENCIAS-DE-LAVADO-DE-ACTIVOS-resumen.pdf
https://oeco.padf.org/wp-content/uploads/2023/11/ESTUDIO-DE-SENTENCIAS-DE-LAVADO-DE-ACTIVOS-resumen.pdf
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https://maaproject.kinsta.cloud/?html2pdf=https://www.maapprogram.org/es/mineria-ecuador/&media=print#page=9.68
https://es.mongabay.com/2025/05/masacre-punino-asesinato-militares-mineria-ilegal-ecuador/


 

 

 

En torno a esta minería también se ha desarrollado una significativa economía paralela.   

Organizaciones de la sociedad civil, organizaciones indígenas y personas defensoras de 

derechos han denunciado, investigado e informado del crecimiento de las economías ilícitas 

del oro en el Ecuador.18 Incluso han llevado casos ante los tribunales obteniendo sentencias 

favorables para que el Estado actúe contra la minería ilegal.19 Las sentencias no se han  

cumplido.20 Las y los defensores de derechos han sido  estigmatizados, perseguidos y 

desplazados.21 
 

Dos investigaciones sobre el negocio intocado del oro ilegal en el Ecuador evidencian cómo 

las omisiones estatales de control básico permiten estas actividades basadas en la destrucción 

del patrimonio natural del Ecuador y el despojo territorial, lo cual genera y aumenta de la 

inseguridad.22 Todo, en una sociedad militarizada.  
 

Diecisiete empresas y treinta y nueve personas de difícil ubicación realizaron 

multimillonarias exportaciones de oro desde Ecuador. Entre los mayores exportadores 

se encuentran una persona que fue lustrabotas y otro que fue asesinado en Guayaquil 

mientras era investigado por narcotráfico. El Gobierno ha reconocido que actores 

empresariales podrían estar lavando oro ilegal. Esto sucede en medio de uno de los 

contextos más violentos en la historia del país (...)23 
 

Por otra parte, pese a que ya el Estado ecuatoriano prohíbe el reclutamiento forzado de niñas, 

niños y adolescentes y el Código Penal lo tipifica en el artículo 127,  los niños y adolescentes 

son víctimas de este delito impune en el Ecuador.  La prensa ha informado sobre la existencia 

de verdaderas escuelas de sicarios24 mientras no se conocen sentencias por este delito. Los  

                                                 
18

Connectas. (2023) “Napo: donde la minería legal y la ilegal se funden como el oro.”. 

https://www.connectas.org/napo-donde-la-mineria-legal-y-la-ilegal-se-funden-como-el-oro/. Ver también Amazon 
Watch. (2023).  Amazon Underworld: Economías criminales en la mayor selva tropical del mundo. Lanzamiento virtual 
en:  https://www.youtube.com/watch?v=4379JZEiE2o 
19

https://www.dpe.gob.ec/esmeraldas-juez-otorgo-30-dias-para-cumplir-con-medidas-cautelares-y-suspendio-

actividad-minera-en-san-lorenzo-y-eloy-alfaro/ Ver también: Corte Provincial de Justicia de Napo. Sentencia de 
segunda instancia en la causa N.º 15571-2021-00685. 13 de abril de 2022. https://www.recursosyenergia.gob.ec/wp-
content/uploads/2022/10/sentencia-Napo.pdf. 
20

Sayavedra, Luis Hernán. “Radiografía de la lucha contra la minería en Napo: voces y reclamos de sus protagonistas.” 

Youtopía Ecuador, 12 de junio de 2023. https://youtopiaecuador.com/napo-mineria-reclamos-veces-lucha/.  
21

La mañana. “Éxodo en Alto Punino por violencia armada y minería ilegal.” Facebook, 11 de mayo de 2025. 

https://www.facebook.com/photo/?fbid=1112558987562779&set=a.457154526436565. 
22

Connectas. (2023). “Plantas de beneficio: el eslabón ignorado de la minería ilegal de oro en Ecuador.” Connectas. 

https://www.connectas.org/especiales/plantas-beneficio-eslabon-ignorado-mineria-ilegal-oro-ecuador/. 
23

Plan V. “56 exportadores sin rastro vendieron oro por más de 1.300 millones desde Ecuador.” Plan V, 20 de enero de 

2025. https://planv.com.ec/investigacion/oro-sin-rastro-x-mas-1300millones-ecuador/.  
24

 Redacción Vistazo. “Así operaría la mafia albanesa para reclutar a niños en 'escuela de sicarios' en Guayaquil: menor 

da su testimonio.” Vistazo, 30 de septiembre de 2022. https://www.vistazo.com/actualidad/nacional/asi-operaria-la-
mafia-albanesa-para-reclutar-a-ninos-en-escuela-de-sicarios-en-guayaquil-menor-da-su-testimonio-NX3264953.  
Redacción El Universo. “‘El mecanismo de violencia se nutre de jóvenes y menores de edad’: así funciona el 
reclutamiento forzoso de niños en Guayaquil y Durán.” El Universo, 5 de septiembre de 2023. 
https://www.eluniverso.com/noticias/seguridad/el-mecanismo-de-violencia-se-nutre-de-jovenes-y-menores-de-
edad-asi-funciona-el-reclutamiento-forzoso-de-ninos-en-guayaquil-y-duran-nota/.  
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niños y adolescentes más empobrecidos del Ecuador no sólo están completamente 

desprotegidos de quienes los reclutan.25      Además, el Estado los criminaliza.  

En 2024, a raíz de la declaratoria de “conflicto armado”, la policía reportó un incremento en el 

número de aprehensiones a adolescentes.26 En el imaginario social y en los medios de 

comunicación han calado perspectivas punitivistas hacia la delincuencia juvenil. Esto facilita 

reformas legales que ponen en riesgo al sistema de justicia juvenil especializado en Ecuador. 

Los datos no soportan estas propuestas: en los últimos cinco años, no hay un incremento 

significativo en sentencias condenatorias a adolescentes. El número de adolescentes que 

cumplen medidas socioeducativas privativas de libertad no supera el 2% de la población 

penitenciaria total. Al día de hoy, hay 481 adolescentes privados de libertad en todo el país, 

frente a más de 31,000 personas adultas privadas de libertad. Lo que sí se ha observado es que 

el tipo de delitos que cometen está ligado, crecientemente, a las actividades de delincuencia 

organizada. Esto confirma la vulnerabilidad y desprotección indicadas arriba.  

Frente a esta gravísima situación, las principales recomendaciones sobre economías criminales 

realizadas por quienes han estudiado el fenómeno en el Ecuador incluyen control de armas, 

fortalecimiento de la Unidad de Análisis Económico y Financiero (UAFE, la entidad a cargo 

de combatir el lavado de activos y el financiamiento de delitos), del sistema de administración 

de justicia y la inteligencia financiera,  la trazabilidad del oro, el cumplimiento del Acuerdo de 

Minamata sobre mercurio, la estricta regulación de maquinaria usada en la minería “ilegal”, el 

control del sistema financiero y de las compañías constituidas en Ecuador, la depuración de la 

fuerza pública, la inversión social, entre otras.27  

 

Estas medidas exigen voluntad política, enfoque integral y respeto al Estado de Derecho. Een 

cualquier caso, la lucha contra las economías criminales empieza con un Estado que recupere 

                                                 
25

Rivera, Marco. (18 de mayo de 2025). Niños en riesgo por crimen organizado en Ecuador ante débil respuesta del 

Estado. Expreso. https://www.expreso.ec/actualidad/escolares-acecho-criminal-silencio-expone-miles-ninos-
242822.html. 
26 Redacción. (14 de enero de 2024). Cada vez hay más más adolescentes procesados por delitos ligados al 

crimen organizado. Ecuavisa. https://www.ecuavisa.com/la-noticia-a-fondo/adolescentes-procesados-crimenes-

victimarios-victimas-JA6626649 
27 Medidas estructurales que podrían tener un verdadero impacto incluyen: 

- Fortalecer la capacidad de investigación y autonomía de la UAFE, y crear equipos fiscales especializados 

en lavado de activos y crimen organizado. 

- Establecer mecanismos efectivos de control de flujos financieros ilícitos y trazabilidad de capitales. 

- Combatir la evasión tributaria y establecer un sistema progresivo que impida que los grandes capitales 

vinculados al crimen se oculten tras beneficios legales. 

- Controlar estrictamente la salida de divisas y examinar transacciones comerciales sospechosas, 

particularmente en sectores como minería, construcción y agroexportación. 

- Impulsar programas de desarrollo económico en territorios controlados por el narco, fomentando la 

sustitución productiva, el empleo juvenil, el acceso a servicios y el crédito comunitario. 

- Regular mercados clave con enfoque de salud pública y justicia social, incluyendo el debate sobre drogas 

menos peligrosas como el cannabis. 

- Y sobre todo, garantizar transparencia patrimonial de autoridades, combatir la corrupción institucinal y 

cumplir con sentencias judiciales que ya han ordenado acciones contra economías ilícitas. 
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el control del dinero, los territorios y la justicia.  Los crímenes de cuello blanco, la infiltración 

de las bandas criminales en la institucionalidad estatal y en la fuerza pública no se solucionan 

con más militares en las calles ni con promesas de impunidad.  

 

b. La respuesta oficial: promulgación de leyes restrictivas de derechos 

humanos 

 

No obstante la complejidad de la situación en la que se encuentra el país descrita arriba, el peso 

de la política de seguridad de Noboa está en el usual despliegue de “mano dura” con todo y la 

consolidación del discurso guerrerista con enemigos, restricciones a derechos constitucionales, 

incumplimiento de oblgiaciones convencionales y violación de normativa constitucional.  

 

El 17 de mayo de 2025, el presidente Daniel Noboa Azín remitió a la Asamblea Nacional el 

proyecto de Ley Orgánica para el Combate a las Economías Criminales bajo el carácter de 

“urgente en materia económica”. Éste es parte de un paquete de medidas extraordinarias en el 

contexto de lo que el gobierno califica como “conflicto armado interno”.28 El 4 de junio, con 

83 votos a favor la Asamblea aprobó la rebautizada Ley Orgánica de Solidaridad Nacional, sin 

suficiente deliberación democrática ni el dictamen previo de todas las comisiones competentes. 

El cambio de nombre fue resuelto en el trámite legislativo, pese a que el texto prácticamente 

mantuvo el mismo contenido de la propuesta presidencial.  La nueva ley entró en vigencia el 

10 de junio con su publicación en el Registro Oficial.29  

      

El proyecto de ley fue criticado desde su planteamiento, en forma y fondo. En Ecuador, los 

proyectos de “ley urgente en materia económica” tienen un tratamiento excepcional: si la 

Asamblea no se pronuncia sobre ellos en máximo treinta días, entran en vigencia 

automáticamente. Esta excepcionalidad está limitada a proyectos de ley sólo en materia 

económica y que califiquen como urgentes. Una crítica inicial –compartida por varios 

analistas—fue que la mayoría de disposiciones del proyecto de ley no son de materia 

económica sino de seguridad, penal y hasta fiscal. El abuso de la figura excepcional aprovecha 

una mayoría circunstancial que el gobierno ha fraguado en el parlamento ecuatoriano para 

legalizar la militarización de la seguridad interna que el presidente Noboa viene impulsando 

desde su mandato anterior. Esto, en desmedro del más amplio debate democrático necesario 

ante las serias dudas sobre la compatibilidad de la política de seguridad del gobierno con la 

Constitución y el marco convencional interamericano de derechos humanos. 

 

El mismo 10 de junio, la Asamblea aprobó la Ley Orgánica de Inteligencia que crea un marco 

jurídico para las actividades y operaciones de inteligencia y contrainteligencia y abre las 

puertas a espionaje masivo, incluidos civiles en el país.30 Se trata de un proyecto que 

                                                 
28

 Formalizada mediante Decreto Ejecutivo No. 111 (9 de enero de 2024) y reiterada mediante Decreto Ejecutivo No. 

218 (7 de abril de 2024) 
29 Consultar texto íntegro de la ley en: https://strapi.lexis.com.ec/uploads/6_SRO_56_20250610_849e3f95c8.pdf 
30 Mella, C. (22 de junio de 2025). Noboa abre la puerta al espionaje masivo en Ecuador con una nueva ley de 

inteligencia. El País. https://elpais.com/america/2025-06-23/noboa-abre-la-puerta-al-espionaje-masivo-en-

ecuador-con-una-nueva-ley-de-inteligencia.html 
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permanecía no resuelto desde 2018 y que el bloque parlamentario del gobierno desempolvó y 

tramitó en pocos días. La nueva ley crea una intricada institucionalidad de inteligencia, 

extiende desmedidamente las posibilidades de clasificar información como secreta, permite el 

uso de la fuerza estatal letal sin las condiciones necesarias y la obtención de información sin 

necesidad de autorización judicial, reinstituye una figura expresamente derogada en el Ecuador, 

los “gastos reservados”, entre otras disposiciones incompatibles con libertades y derechos 

básicos, transparencia, control ciudadano y participación en democracia.31 

 

Más recientemente,  en otro proyecto de ley, el bloque de asambleístas afines al presidente 

Noboa, ha planteado reformas legales para procesar y penalizar a adolescentes como adultos.   

Otra medida no solo ineficaz, sino inconstitucional e inconvencional, discriminatoria y cruel: 

castigar a la víctimas más vulnerables del crimen organizado. 

 

A continuación exponemos en detalle, las preocupaciones sobre los impactos en derechos 

humanos, colectivos y de la naturaleza de las leyes que está emitiendo el régimen del presidente 

Noboa.  
 

II. Cuestionamientos a  la Ley Orgánica de Solidaridad Nacional -inicialmente 

llamada Ley Orgánica para el Combate a las Economías Criminales- que entró 

en vigencia el 10 de junio de 2025  

Los cuestionamientos a esta ley tienen que ver con la forma y el fondo.  

En cuanto a la forma, el trámite utilizado –la figura de ”urgencia económica” que permite 

procesamiento expedito excepcional—es antidemocrático. Además, la ley utiliza un lenguaje 

y categorías propias del derecho internacional humanitario pero altera su sentido y alcance, en 

contravención con los Convenios de Ginebra de 1949 y sus Protocolos Adicionales. Además, 

la redacción es vaga y ambigua, impropia del derecho penal lo cual facilita una aplicación en 

violación de derechos fundamentales.  

En cuanto al fondo, los cuestionamientos tienen que ver con esas vulneraciones a derechos 

básicos.  La ley establece un régimen jurídico especial alterno al estado de excepción que será 

declarado por decreto ejecutivo y será aplicable exclusivamente durante la vigencia del 

conflicto armado interno. Su finalidad expresa es combatir las economías ilícitas, fortalecer la 

seguridad interna, proteger a la población civil y fomentar la reactivación económica en las 

zonas más afectadas.  

La ley se organiza en tres títulos principales: 

Título I: Generalidades. Define el objeto, ámbito de aplicación y principios rectores de la 

norma. Reafirma que el régimen jurídico especial se aplicará en observancia de los principios 

                                                 
31 Consultar texto íntegro de la ley en: 

https://strapi.lexis.com.ec/uploads/Registro_Oficial_Ano_1_Cuarto_Suplemento_No_57_10_de_junio_de_2025

_6565dee8a1.pdf  
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y normas del Derecho Internacional Humanitario (DIH), exclusivamente durante la existencia 

del conflicto armado interno. 

Título II: Régimen jurídico especial en el marco del conflicto armado interno. Establece 

medidas excepcionales para fortalecer a las fuerzas del orden, desarticular las economías 

criminales, coordinar acciones entre instituciones del Estado y asegurar la sostenibilidad del 

sistema económico. Incluye disposiciones sobre el uso de bienes incautados, mecanismos de 

control interno en Fuerzas Armadas y Policía Nacional, y la implementación de evaluaciones 

periódicas de integridad a su personal. 

Título III: Medidas de protección a la población afectada. Contempla incentivos económicos 

para la reactivación productiva, atención integral a víctimas de violencia, programas de 

prevención del reclutamiento de niños, niñas y adolescentes, y medidas diferenciadas para 

poblaciones en situación de vulnerabilidad. Estas medidas se implementarán mediante decretos 

ejecutivos anuales, con dictamen favorable del Ministerio de Finanzas. 

II.1. Cuestionamientos con respecto al procedimiento y el trámite  

a) Uso inadecuado del trámite de urgencia (violación de la Constitución art. 140) 

Como se indicó arriba, el trámite urgente en materia económica es una figura excepcional y 

limitada en la normativa ecuatoriana. Fue usado para una ley que trata, principalmente, temas 

penales, de seguridad y uso de la fuerza. La nueva ley modifica el código penal vigente e 

incluso la Constitución al establecer un régimen de excepción inexistente en el ordenamiento 

jurídico.  Esto constituye un desvío de finalidad constitucional. 

b) Violación del principio de unidad de materia (violación de la Constitución, art. 

136) 

 La ley incorpora materias heterogéneas —penal, militar, fiscal, humanitaria— sin conexión 

temática ni teleológica clara. 

c) Afectación al principio de deliberación democrática 

El procesamiento de la ley excluyó la participación de actores clave como la Fiscalía, 

Defensoría del Pueblo, academia y sociedad civil. No se cumplió con un debate informado ni 

se garantizó la pluralidad democrática. 

II.2. Cuestionamientos al fondo de la ley desde un enfoque de derechos humanos, 

democracia, Estado de Derecho y seguridad integral. 

Artículo 3 – Finalidad de la Ley. Define como propósito la “neutralización de las economías 

criminales” en el marco de un conflicto armado interno. Sin embargo, las “economías 

criminales” como el narcotráfico o la minería ilegal no constituyen por sí mismas parte de un 

conflicto armado bajo el Protocolo II del DIH. 



 

 

 

Artículo 5 – Principios aplicables. Introduce principios del DIH como “distinción”, 

“necesidad militar”, “proporcionalidad” y “objetivo militar”, pero los aplica de forma extensiva 

e inadecuada a contextos de criminalidad común. 

Artículo 6 – Reconocimiento del conflicto armado interno. Establece que la existencia de 

un conflicto armado dependerá de un acto discrecional del presidente, contradiciendo el 

principio de automaticidad del DIH. 

Artículo 8 – Uso de la fuerza. Permite el uso de fuerza letal contra grupos definidos como 

“organizados” sin evaluación objetiva conforme al DIH. 

Artículo 9 – Definición de grupos armados organizados. Amplía el concepto a 

organizaciones criminales sin cumplir los criterios establecidos por el DIH. 

Artículo 13 – Presunción de objetivos militares. Declara como objetivos militares ciertos 

bienes asociados a delitos, contraviniendo el artículo 52 del Protocolo I de 1977, que exige una 

evaluación caso por caso. 

Artículo 14 – Indulto presidencial con efecto diferido. Viola el derecho a la protección 

judicial (art. 25 CADH), favorece la impunidad y compromete la independencia judicial. 

Artículo 542.1 – Prohibición de prisión preventiva a militares y policías. Inconstitucional 

por desnaturalizar las medidas cautelares, violar el principio de igualdad (art. 11.2 CRE) y 

generar impunidad. 

Artículo 534.1 – Obligatoriedad de la prisión preventiva. Contradice el principio de 

razonabilidad, el artículo 77.11 de la CRE, y ya ha sido declarada inconstitucional en fallos 

previos (sentencia No. 8-20-CN/21). 

Adicionalmente, reparos que tenemos en conjunto a riesgos razonables que la ley impone 

a la vigencia de derechos básicos en Ecuador incluyen:  

a) Autorización de allanamientos, incautaciones y detenciones sin orden judicial 

previa. La ley faculta a las fuerzas del orden a operar con amplio margen de 

discrecionalidad sin ningún tipo de contrapeso o regulación. Esta 

flexibilización/anulación del control judicial al aparato punitivo del Estado ignora el 

debido proceso y abre la puerta a detenciones arbitrarias y abusos de la fuerza no sólo 

contra quienes contravienen la Ley sino contra cualquier persona. 

 

b) Construcción de procedimientos penales paralegales y prisión preventiva 

obligatoria. El diseño de un procedimiento específico para personas acusadas de 

delitos supuestamente vinculados al conflicto armado interno —que incluye jueces 

especializados, procesos exprés y prisión preventiva obligatoria— vulnera las garantías 

mínimas del debido proceso, la presunción de inocencia y otros derechos 

fundamentales. Esta arquitectura legal legaliza prácticas al margen del Estado de 

Derecho. 



 

 

 

 

a) Exclusión de posibilidad de prisión preventiva a agentes del Estado y anticipación 

de indultos a agentes del Estado que cometan crímenes en nombre de la seguridad 

nacional. Estas reformas al código penal vigente  son un serio retroceso en materia de 

justicia y rendición de cuentas, en un contexto plagado de denuncias de violencia estatal 

recurrente. Son “garantías para la acción” que los militares venían requiriendo a los 

presidentes desde, por lo menos, el paro de 2019. Facilitan la impunidad a las 

violaciones de derechos humanos al garantizar de antemano a los agentes del Estado 

que no responderán por éstas. 

 

b) Carta abierta a ejecuciones extrajudiciales: La ley excluye de la protección de la ley 

a personas por la sola presunción de vínculo con grupos armados organizados. 

Promueve el uso letal de la fuerza por parte de agentes del Estado y debilita principios 

esenciales como la protección de la vida, la presunción de inocencia y el debido 

proceso. En un conflicto armado interno, el DIH ordena que los actores sean claramente 

identificables. Entre otras razones, porque los falsos positivos son una realidad vigente.   

 

c) Carta abierta a persecución discrecional, incluida persecución política: El 

"enemigo interno" que se plantea en la ley no sólo es difuso, sino que además, su  

calificación depende unilateralmente y sin control, de quien invoca la fuerza legítima 

para “garantizar seguridad”. Todo esto en un contexto en el que el crimen organizado 

ha cooptado estructuras estatales, económicas y sociales y a la vez, en una sociedad 

políticamente polarizada donde el disenso es desacreditado incluso como “vinculación 

con el terrorismo”. Esto hace que cualquier persona pueda ser vista como una amenaza, 

especialmente, quienes disienten, quienes defienden derechos y cuestionan políticas 

estatales como la regularización del extractivismo minero al que nos referimos arriba.  

 

d) Concentración de poder en la figura presidencial y el denominado “Bloque de 

Seguridad.” Ambos tendrán atribuciones para declarar zonas de seguridad, coordinar 

vigilancia, expulsar extranjeros y definir medidas económicas excepcionales, sin 

controles democráticos. Esta arquitectura legal debilita el principio de separación de 

poderes, limita la supervisión legislativa y judicial, y crea un régimen de excepción 

permanente disfrazado de legalidad ordinaria. Es la legalización de arbitrariedades en 

las que ya ha incurrido el presidente en su periodo anterior, incluida la revocatoria de 

visa a una periodista con informe confidencial de “seguridad”.  

 

e) Reglamentación paralela a las normas ordinarias de actuación de las fuerzas 

estatales (policía y fuerzas armadas). La nueva ley establece un régimen especial de 

acción para policías y militares “en contexto de conflicto interno” con las liberalidades 

descritas en literales anteriores. Es distinto del régimen regular basado en el uso 

limitado, proporcional, calificado de la fuerza. Se supone que ambos regímenes están 

vigentes con la diferencia de que el régimen especial aplica a situaciones “del conflicto 

interno”. En la práctica, todo será justificable mientras rija éste.  

 



 

 

 

Esta ambigüedad normativa debilita los controles institucionales y expone a los 

funcionarios públicos al riesgo de ser procesados penalmente por conductas que, según 

su criterio operativo, estarían permitidas. A la vez, expone a la ciudadanía toda a abusos 

oficiales justificables bajo el “conflicto interno”.  

 

Por ejemplo: la ley autoriza anticipadamente el uso letal de la fuerza contra grupos 

armados organizados. Estos son definidos como agrupación estructurada de 3 ó más 

personas para cometer delitos. ¿Esto autoriza el uso letal de la fuerza de un miembro 

de un GAO porque se escapó?    

II.3 Síntesis 

 

Mantener vigente esta norma genera un riesgo inmediato de impunidad estructural, pues 

convierte el cumplimiento del deber en una justificación absoluta para evitar cualquier medida 

que limite la libertad procesal de los agentes investigados, lo cual es contrario a los estándares 

internacionales y constitucionales de justicia y derechos humanos. 

La vigencia simultánea de esta norma junto con un régimen de movilización de las Fuerzas 

Armadas para tareas de seguridad ciudadana, carente de controles efectivos, configura un 

régimen de impunidad generalizada que imposibilita a la administración de justicia actuar con 

eficacia en determinados casos. 

Además de ser inconstitucional, la ley pone en riesgo la vigencia del Estado de Derecho y los 

principios fundamentales que, como sociedad hemos construido. Desde la ciudadanía 

clamamos por seguridad, por estar libres de extorsiones, de corrupción, de abusos de poder, de 

vacunas, de no saber si volvemos a casa cuando salimos de ella.   Por ello, la lucha contra la 

violencia y la criminalidad, es un imperativo que debe realizarse a partir de combatir aquello 

que la promueve: el lavado de activos de las economías criminales, la corrupción, el 

enriquecimiento ilícito, las inmensas captaciones de dinero -cuyo origen se desconoce- por 

parte de los bancos privados, la infiltración del crimen organizado en la institucionalidad y la 

fuerza pública, la desregulación de la venta, tenencia y porte de armas, el debilitamiento de los 

operadores de justicia, la falta de sanción del reclutamiento forzado de niños y adolescentes, 

pero  por sobre todo la falta de empleo, la falta de servicios públicos, la deserción escolar y  el 

aumento de la pobreza.  

Denunciamos que convertir al Estado en un aparato reproductor de terror y crímenes, como 

pretende la ley ley, no aborda, ni remotamente las economías criminales, sino por el contrario, 

las promueve, promoviendo también el abuso del poder y la violencia, contra por una parte los 

sectores más empobrecidos de la población y por otra contra los y las defensores de derechos 

humanos, colectivos y de la naturaleza, cuyo trabajo busca limitar el uso abusivo del poder.  

III. Cuestionamientos a la Ley de Inteligencia que entró en vigencia el miercoles 

11 de junio de 2025  



 

 

 

Con su publicación en el Registro Oficial Cuarto Suplemento No. 57, del 11 de junio de 2025, 

entró en vigencia la Ley Orgánica de Inteligencia en Ecuador. Esta norma regula la creación,  

estructura, funciones, principios y mecanismos de control de un “Sistema Nacional de 

Inteligencia (SNI)”. Su objetivo alegado es reunir, analizar y gestionar información estratégica, 

detectar amenazas, riesgos, blancos de alto valor y coordinar acciones para proteger la 

soberanía y la seguridad del país. 

La norma se organiza en ocho títulos: 

Título I: Generalidades. Regula el objeto, finalidad, principios rectores y ámbito de aplicación 

de la ley. Se establece que las actividades del SNI deben respetar los principios constitucionales 

y orientarse a la protección de los derechos de las personas. 

Título II: Del Sistema Nacional de Inteligencia. Define al SNI como el conjunto de subsistemas, 

políticas e instituciones encargadas de proveer inteligencia y contrainteligencia al más alto 

nivel del Estado. El SNI estará compuesto por al menos siete subsistemas, de: Fuerzas 

Armadas, Policía Nacional, Unidad de Análisis Financiero y Económico (UAFE), Casa Militar 

Presidencial, Servicio de Rentas Internas (SRI), Servicio Nacional de Aduanas (SENAE) y el 

Sistema Nacional de Rehabilitación Social (SNAI). 

 

Título III: De la entidad rectora del Sistema Nacional de Inteligencia. Crea una entidad con 

rango de ministerio, con autonomía administrativa y financiera, encargada de dirigir el sistema. 

Se detallan sus atribuciones, incluyendo la formulación del Plan Nacional de Inteligencia, la 

articulación con subsistemas, la emisión de normativa interna y el control técnico-operativo del 

sistema. 

Título IV: De los servidores del Sistema Nacional de Inteligencia. Regula el régimen de 

vinculación, obligaciones, evaluaciones, excepciones a la normativa general sobre contratación 

pública y laboral, y medidas de protección para los especialistas y sus familias. Se exige la 

superación de pruebas de confianza para la vinculación, y se establece el uso de identidad 

ficticia en casos necesarios. 

Título V: De los subsistemas del Sistema Nacional de Inteligencia. Describe las funciones y 

estructura de cada subsistema, incluidos los de inteligencia militar, policial, financiera, 

tributaria, aduanera, penitenciaria y protectiva (Casa Militar). Se enfatiza la coordinación 

funcional bajo el principio de interoperabilidad. 

Título VI: De la inteligencia y contrainteligencia. Establece los niveles en los que operan las 

actividades (político-estratégico, estratégico, operacional, táctico y prospectivo) y detalla las 

operaciones que pueden ejecutarse, las técnicas permitidas (como mimetización, 

ciberinteligencia e infiltración), así como las prohibiciones específicas (por ejemplo, reclutar 

menores o vincular actividades lícitas). 



 

 

 

Título VII: Requerimientos de información y comunicaciones. La ley establece un marco 

detallado para el acceso a información necesaria para las operaciones de inteligencia y 

contrainteligencia. Delimita los mecanismos, procedimientos y restricciones aplicables. Las 

entidades que integran el SNI podrán requerir, de manera directa y sin orden judicial, acceso a 

bases de datos de instituciones públicas, privadas o mixtas, necesarios para el cumplimiento de 

las funciones asignadas en esta ley. Esta facultad incluye el acceso a información financiera, 

tributaria, migratoria, penitenciaria, registral y de seguridad ciudadana.Asimismo, podrán 

requerir a las operadoras de telecomunicaciones la entrega de información técnica sobre 

conexiones, geolocalización, tráfico de datos o registros de llamadas. No obstante, el contenido 

de las comunicaciones privadas solo podrá ser interceptado conforme al procedimiento legal 

aplicable, es decir, con autorización judicial específica. Se faculta también al personal 

operativo del sistema a retener temporalmente dispositivos electrónicos, documentos o soportes 

que contengan información relevante para las actividades de inteligencia. Esta retención deberá 

ser reportada de forma inmediata a la entidad rectora y documentada bajo protocolos internos 

de custodia. Se dispone que la información obtenida en el marco de las actividades de 

inteligencia no podrá ser utilizada como prueba en procedimientos judiciales. Su uso está 

limitado a la generación de productos de inteligencia para la toma de decisiones de seguridad 

y defensa nacional. Además, establece un régimen de control y trazabilidad de los 

requerimientos, que deberá ser auditado periódicamente por la Contraloría General del Estado 

Finalmente, se prohíbe expresamente el requerimiento de información basado en criterios 

discriminatorios (como etnia, religión, ideología o género), así como la recopilación de 

información con fines políticos o de persecución a personas por el ejercicio legítimo de 

derechos constitucionales.. 

Título VIII : Clasificación de la información. Establece los niveles de clasificación (reservado, 

secreto y secretísimo), sus plazos de vigencia, procedimientos de desclasificación, y 

mecanismos de archivo, protección y control interno. La interrupción de la prescripción y 

caducidad corre desde el levantamiento de la clasificación. 

III.1. Cuestionamientos con respecto al procedimiento y al trámite de la ley 

La Asamblea Nacional revivió un proyecto de ley presentado hace varios años ya. Lo aprobó 

en tiempo récord sin el debate democrático y amplio debido a una norma que incide 

negativamente en derechos básicos procesales y de fondo. 

III.2. Cuestionamientos con respecto al fondo desde un enfoque de derechos 

fundamentales.  

a) La ley autoriza, sin la necesidad de una orden judicial, la interceptación de 

comunicaciones y obliga a las empresas operadoras de telecomunicaciones a 

proporcionar información sobre sus usuarios. Obliga a los operadores de telefonía e 

internet a entregar información a los organismos de inteligencia bajo solicitud de éstas 

y establece las reglas de procedimiento. Entre la información que se pueden solicitar se 

incluye registros de llamadas y conexiones, tanto históricos como en tiempo real, 

ubicación de celulares a través de las celdas de señal, información técnica, digital, 



 

 

 

informática y de tráfico de datos y otros elementos que ayuden a identificar o localizar 

personas o dispositivos. (ver Título VII de la ley). 

 

b) La ley establece que toda persona natural o jurídica públicas o privadas tiene la 

obligación de entregar la información que requiera el Sistema Nacional de Inteligencia 

y esta debe darse en condiciones, seguras, directas y gratuitas. Estas disposiciones 

socavan la intimidad e interfieren en el derecho a la vida privada y a la correspondencia, 

puede crear un efecto inhibitorio para la libertad de expresión y poner en peligro 

profesiones protegidas por la confidencialidad, como médicos, abogados y periodistas, 

al exigirles potencialmente que revelen información sensible. 

 

c) La ley abusa de la clasificación de información que en Ecuador es limitada por mandato 

de la Constitución. El art. 18 dispone que en caso de violación de derechos humanos 

ninguna entidad podrá negar información. El art. 91 reconoce la posiblidad de 

demandar acceso a información secreta, reservada o clasificada bajo cualquier forma. 

El último inciso del artículo 19 de la Ley de Seguridad Pública dispone que la 

desclasificación de la información en caso de grave presunción de violación de 

derechos humanos o de cometimiento de actos ilegales, se solicitará a la Corte 

Constitucional. La disposición derogatoria segunda de la nueva ley elimina este inciso 

con lo cual la posibilidad de desclasificación se queda sin la acción concreta que la 

viabilizaba.   

IV. Cuestionamientos al proyecto de Ley Orgánica de Integridad Pública, que fue 

aprobado en segundo debate el 23 de junio de 2025, y entra al Pleno de la 

Asamblea Nacional el 24 de junio de 2025.  

La propuesta original del presidente Noboa tenía como principal objetivo reformar 

disposiciones relacionadas con el sistema de compras públicas y fue planteada como proyecto 

“urgente en materia económica”. En el debate en la Asamblea Nacional, la Comisión 

Especializada Permanente de Desarrollo Económico, Productivo y de la Microempresa  agregó 

reformas al Código Orgánico de Niñez y Adolescencia relativas a procedimientos y sanciones 

penales a adolescentes. El objetivo alegado es prevenir que los grupos de delincuencia 

organizada recluten a personas menores de 18 años para sus actividades delictivas.  

Concientes de la violación de la especialidad que requiere el trámite excepcional de proyectos 

de urgencia económica y del principio de unidad de materia, los proponentes de estas reformas 

al régimen penal para adolescentes alegaron una interpretación insostenible a la luz de las 

normas sobre la actividad legislativa en Ecuador. Según estos, una vez que el Consejo de 

Administración Legislativa califica un proyecto de ley, los asambleístas pueden agregar las 

disposiciones que consideren sin limitación alguna. Esto implicaría que la calificación de un 

proyecto de ley automáticamente extingue la aplicación de principios como la unidad de 

materia y la especialidad del proyecto de urgencia económica.    

El proyecto de ley ha sido aprobado por la Comisión en segundo debate.   



 

 

 

En términos generales, las disposiciones agregadas a la propuesta de ley permitirían: 

- Incremento del tiempo de sanción privativa de libertad a adolescentes de manera que lo 

equipara al tiempo máximo de prisión de las personas adultas: Faculta al sistema 

judicial el incremento del tiempo máximo actual de las medidas socioeducativas a 

adolescentes de ocho años a cuarenta años que es el máximo actual para personas 

adultas. 

 

- Violación de los principios de “intervención mínima penal” y de “excepcionalidad de 

la privación de libertad”: La propuesta prácticamente elimina la capacidad de 

desjudicialización en el sistema de justicia juvenil y reduce a mínima expresión la 

posibilidad de establecer medidas socioeducativas no privativas de libertad. La 

propuesta convertiría a la privación de libertad en regla general de justicia a 

adolescentes. Además, permitiría tiempos de ejecución de sentencia extensos al 

eliminar la posibilidad de revisión de las medidas socioeducativas. 

 

- Extensión de la prisión preventiva a adolescentes: La propuesta extendería la actual 

prisión preventiva máxima para adolescentes de noventa días a doce meses. 

IV.1  Cuestionamientos respecto del procedimiento y el trámite del proyecto 

a) Uso inadecuado del trámite de urgencia (Constitución, art. 140) 

El trámite urgente en materia económica fue usado para una ley que trata, principalmente, 

temas penales, de seguridad y uso de la fuerza. Esto constituye un desvío de finalidad 

constitucional. 

b) Violación del principio de unidad de materia (Constitución, art. 136) 

Se incorporan materias heterogéneas —penal, militar, fiscal, derecho humanitario— sin 

conexión temática ni teleológica clara. 

c) Afectación al principio de deliberación democrática.  

Se excluyó la participación de actores clave como la Fiscalía, Defensoría del Pueblo, academia 

y sociedad civil. No se cumplió con un debate informado ni se garantizó la pluralidad 

democrática. 

d) Afectación al principio de especialidad y al del interés superior del niño en el 

tratamiento de la propuesta.  

En 2019, en Ecuador se creó la Comisión Especializada permanente para la Protección Integral 

de los Derechos de niños, niñas y adolescentes en la Asamblea Nacional. Su objetivo es 



 

 

 

garantizar una visión especializada en la formulación de normativa que afecte el ejercicio de 

los derechos de niñas, niños y adolescentes. En el tratamiento de la propuesta de ley, no solo 

se ha irrespetado la competencia y la especialidad, sino que, además, se ha negado la 

participación de la Comisión Especializada en la formulación o el debate sobre la propuesta. 

IV.2. Cuestionamiento al contenido de fondo de la propuesta de reforma desde un enfoque 

de derecho de niños, niñas y adolescentes (NNA) 

En general, se trata de una política regresiva en materia de derechos de NNA. Desconoce la 

obligación del Estado de garantizar los derechos y las responsabilidades de los niños, niñas y 

adolescentes, a través de políticas públicas adecuadas, cuyo objetivo es el fomento de su 

desarrollo integral. Expresamente se contrapone a los objetivos de protección integral 

establecidos en el Decreto Ejecutivo 21 del 05 de junio del año en curso y a los del  Comité 

para la Prevención y Erradicación del Reclutamiento, Uso y Utilización de Niños, Niñas y 

Adolescentes. 

a) Incumple el modelo de protección integral, criminaliza la adolescencia y la 

adolescencia empobrecida en particular  

Ecuador ratificó la Convención de Derechos del Niño de 1989 y fortaleció la aplicación de la 

doctrina de protección integral de niños, niñas y adolescentes en la Constitución de 2008. La 

justicia penal para jóvenes es parte del esquema de protección integral. El artículo 35 de la 

Constitución establece que los adolescentes pertenecen a un grupo de atención prioritaria y 

especializada. El artículo 44 dispone que el interés superior de niñas, niños y adolescentes debe 

prevalecer en todas las decisiones públicas y privadas. El artículo 51.6 garantiza a los 

adolescentes infractores un tratamiento preferente y especializado y el 175 confirma una 

administración de justicia especializada, con procedimientos y operadores específicos. 

Asimismo, el artículo 77 numeral 13 establece que para los adolescentes infractores regirá un 

sistema de “medidas socioeducativas proporcionales a la infracción atribuida.” El proyecto 

ignora la sentencia 09/17/CN de la Corte Constitucional del Ecuador, que reitera a la justicia 

restaurativa como el mejor mecanismo para el cumplimiento de los objetivos de la justicia para 

jóvenes en Ecuador.      

En general, una propuesta de ley que permite juzgar a adolescentes con el mismo rigor que a 

adultos ignora las condiciones estructurales, familiares y sociales que rodean los actos 

infractores cometidos por adolescentes. Esta respuesta penal que equipara a los adolescentes a 

los adultos: desconoce su etapa de desarrollo psicoemocional, rompe con los principios de 

resocialización y protección integral, apuesta por la represión antes que por la prevención.32  

                                                 
32 Según el Comité de los Derechos del Niño: “Los niños se diferencian de los adultos por su desarrollo tanto 

físico como psicológico. En virtud de esas diferencias, se les reconoce una menor culpabilidad y se les aplica un 

sistema distinto con un enfoque diferenciado e individualizado. Se ha demostrado que el contacto con el sistema 

de justicia penal perjudica a los niños, al limitar sus posibilidades de convertirse en adultos responsables.” 

(ONU. (2019) Observación General Nº 24, 2019. 



 

 

 

En particular, la medida es cuestionable por diversas razones.  

Desde una perspectiva utilitaria, es dudosa la idoneidad de la medida para alcanzar el fin 

esperado: prevenir el reclutamiento de menores de 18 años por parte de bandas de delincuencia 

organizada. Por un lado, difícilmente las bandas dejen de reclutar menores de 18 años porque 

les conmueva la posibilidad de que a éstos los procesen como adultos. Por el otro, ni siquiera 

en adultos es claro que el endurecimiento de las penas tenga efectos disuasivos. Menos aún en 

personas a quienes se les reconoce menor culpabilidad por razones de edad y etapa de 

desarrollo psicoemocional.  

Desde una perspectiva axiológica, juzgar penalmente como adultos a adolescentes reclutados 

los convierte en agentes del crimen del que son víctimas. Como se indicó antes, el discurso 

sobredimensiona el peso que tienen las y los adolescentes en actividades delictivas en el país. 

La propuesta de reforma criminaliza a personas adolescentes de familias empobrecidas, 

racializadas, inmersas en círculos de violencia. Sin condiciones ni perspectivas mínimas de 

futuro a nadie sorprende que terminen vinculadas al crimen organizado. Dadas las 

características de las víctimas de reclutamiento, el resultado discernible de la medida es 

criminalizar la pobreza, la adolescencia empobrecida. 

Además, el discurso punitivista en la Asamblea Nacional desconoce el hecho de que, durante 

los últimos siete años, la población adolescente privada de libertad no ha superado el 2% de la 

población penitenciaria total del país. Actualmente, hay 481 adolescentes privados de libertad, 

de los cuales alrededor de un tercio están siendo investigados o tienen una sentencia por delitos 

cometidos en el marco de las operaciones de grupos de delincuencia organizada. Mientras 

tanto, la población adulta privada de libertad supera las 31,000 personas, según datos del SNAI. 

b) Viola el principio de proporcionalidad en el juzgamiento de adolescentes 

infractores 

La propuesta anula la aplicación del principio de proporcionalidad que exige un análisis técnico 

y profundo de la situación y entorno de las y los adolescentes procesados penalmente. El fin 

del proceso en estos casos no es, ni puede ser, una pena, sino, como se indicó ya, la 

identificación de “medidas socio-educativas proporcionales a la infracción atribuida.” Estas 

incluyen medidas privativas y no privativas de libertad que garanticen la reeducación.. 

c) Viola el bloque de constitucionalidad y compromisos internacionales 

Instrumentos y tratados -de los que el Ecuador es suscriptor- que son violados por este proyecto 

de ley, entre otros: 

- Convenciones de Ginebra, 1949 y su Protocolo II Adicional, 1977: Protección de las 

víctimas de los conflictos armados sin carácter internacional, 1977 

- Convención sobre los Derechos del Niño (CDN): Arts. 37 y 40 – justicia especializada, 

proporcionalidad, reintegración. 

                                                 
 



 

 

 

- Reglas de Beijing (ONU, 1985): Principio de mínima intervención. 

- Estatuto de Roma (Corte Penal Internacional, 1998): artículo 8.2.b(xxvi) 

- Reglas de Tokio (ONU, 1990): Promoción de medidas no privativas de libertad. 

- Convenio N° 182 (OIT 1999): Peores formas de trabajo infantil 

- Observación General Nº 24: Rechazo a reformas que equiparen adolescentes a adultos. 

- Observación General N° 24 (2019) del Comité sobre los Derechos del Niños. 

- Observación General N° 14 (2013) sobre el Interés Superior del Niño. 

- Reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de libertad 

("Reglas de La Habana") 

- Directrices de las Naciones Unidas para la prevención de la delincuencia juvenil 

("Directrices de Riad"). 

- Jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, incluida la la opinión 

consultiva OC-17/2002 de 28 de agosto de 2002 de la Corte Interamericana.33 

 

V. Cuestionamientos al proyecto de ley para la Recuperación de Áreas Protegidas 

y Promoción del Desarrollo Local  

El 14 de junio de 2025, el presidente Noboa envió a la Asamblea Nacional su tercera 

propuesta de ley económica urgente, llamada Ley para la Recuperación de Áreas Protegidas y 

Promoción del Desarrollo Local. Como corresponde en el trámite expedito que hemos 

indicado arriba,  esta propuesta será revisada por una comisión –la de Desarrollo Económico, 

Productivo y la Microempresa—y será puesta a votación en un plazo no mayor de 30 días.34  

En la propuesta de ley, Noboa pretende entregar la administración de las áreas protegidas 

establecidas por el Estado ecuatoriano a empresas privadas y/o extranjeras. Como en los otros 

casos aquí descritos, esta propuesta presenta problemas correlacionados de forma y de fondo.   

V.1. Cuestionamientos al procedimiento y trámite de la propuesta de ley  

Además del abuso de la figura especial de “urgencia económica” y las faltas de especialidad y 

de unidad de materia, esta ley viola derechos colectivos fundamentales. 

La propuesta de ley impacta directa –y seriamente—a pueblos indígenas, afros y montuvios 

cuyos territorios ancestrales, total o parcialmente, han sido afectados por designaciones de 

“área protegida”. Pese a esto, ni la propuesta del Ejecutivo ni su trámite en la Asamblea 

Nacional se han sometido a la consulta prelegislativa prevista en el art. 57.17 de la Constitución 

y 6 del Convenio OIT 169. Esa consulta es requisito indispensable de constitucionalidad con 

                                                 
33 En ésta, la Corte resalta “…la transición de un sistema “tutelar represivo” a uno de responsabilidad y 

garantista en relación con los niños, en el cual la jurisdicción especial se enmarca en el principio de legalidad, 

siguiendo las debidas garantías y se adoptan medidas “orientadas al reparo a la víctima y reeducación del menor 

de edad infractor a la ley, relegando a casos absolutamente necesarios el internamiento”. 

 
34 Asamblea Nacional. (20 de junio de 2025). Comisión inició el tratamiento del proyecto urgente sobre 

recuperación de áreas protegidas y promoción del desarrollo local. Asamblea Nacional del Ecuador. 

En: https://www.asambleanacional.gob.ec/es/noticia/107061-comision-inicio-el-tratamiento-del-proyecto-

urgente  

https://www.asambleanacional.gob.ec/es/noticia/107061-comision-inicio-el-tratamiento-del-proyecto-urgente
https://www.asambleanacional.gob.ec/es/noticia/107061-comision-inicio-el-tratamiento-del-proyecto-urgente


 

 

 

respecto a por lo menos los dos millones de hectáreas de territorios ancestrales de pueblos 

indígenas, afros y/o montuvios ya afectadas como “área protegida”. 

Además, la propuesta de ley es una “decisión o autorización estatal que puede afectar al 

ambiente”, como tal debe ser sometida a la consulta prelegislativa ambiental prevista en la 

Constitución (art. 398) en concordancia con los artículos 7.2 y 7.3. del Acuerdo Regional sobre 

Acceso a la Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos 

Ambientales en América Latina y el Caribe, o Acuerdo de Escazú.  

V.2. Cuestionamientos al contenido de la propuesta de ley desde un enfoque de derechos 

colectivos y de la naturaleza 

La figura “área protegida” en Ecuador es una categoría legal cuyo establecimiento, 

demarcación y condiciones de uso son determinadas por el Estado con fines alegadamente de 

conservación ambiental. Implican limitaciones significativas a la propiedad en las áreas donde 

se implantan. Las limitaciones incluyen la prohibición de adjudicar tierras dentro de estas áreas. 

Aunque esta prohibición no incluye a comunidades indígenas con territorios ancestrales, sí 

limita significativamente las posibilidades de titulación pese al derecho a la adjudicación 

previsto en la Constitución (art. 57.5) y en el derecho internacional de derechos de los pueblos 

indígenas. Otra limitación a la propiedad es la imposición de un régimen de gobernanza por 

parte del Estado: los llamados planes de manejo.  

Por esas características, las “áreas protegidas” dan lugar a evidentes conflictos entre las 

comunidades afectadas por esa declaratoria y el Estado. En el caso de las comunidades 

originarias, indígenas, afroecuatorianas y montuvias, el establecimiento unilateral de áreas 

protegidas sobre sus territorios restringe una serie de derechos colectivos fundamentales. A 

saber a la autodeterminación y a la libre determinación de sus prioridades, a sus formas de 

derecho y de autoridad propias, a la integridad, propiedad y posesión de sus territorios y a la 

adjudicación, a la participación en decisiones que les afectan, a la consulta y el consentimiento 

previo, libre e informado, a la limitación de actividades militares en esos territorios, entre otros. 

Por lo menos 2 millones de hectáreas de territorios ancestrales están sometidas a la figura de 

“área protegida” estatal. 

El proyecto de ley permite al gobierno del Ecuador negociar y hasta privatizar las áreas 

protegidas y en ningún artículo reconoce a las comunidades ancestrales indígenas, afro o 

montuvias. Tampoco aborda ninguno de los factores que señala en los considerandos y que 

presuntamente inciden en la desprotección de dichas áreas. En este sentido, desde la comunidad 

científica y activista se han levantado objeciones de fondo al proyecto de ley que no han sido 

canalizadas a través de ningún procedimiento especial de consulta o participación como se 

indicó arriba.  

Estas objeciones tienen que ver con las dudas que en general levanta la gestión estatal de las 

áreas protegidas en Ecuador. En particular, el incumplimiento de los objetivos de intangibilidad 

y conservación de estas áreas en la Amazonía. Por ejemplo, en el Parque Nacional Yasuní, la 

Reserva Faunística Cuyabeno, la Reserva biológica Limoncocha, o la Reserva Cofán Bermejo 



 

 

 

donde se llevan a cabo actividades extractivas de hidrocarburos. Y sobre otras áreas frágiles 

como las zonas de recarga hídrica, de bosques nativos, o zonas agrícolas que deben cuidarse, 

pero donde el Estado sigue expandiendo la minería. La posibilidad de privatización de la 

gestión de las áreas protegidas para cuidar los recursos naturales y para promover el turismo 

hace pensar que la ley está pensada para promover actividades industriales, construcción de 

infraestructura turística, e incluso extractivismo más que para promover la conservación. 

Adicionalmente, la posibilidad de militarización de las áreas protegidas que prevé la ley levanta 

dudas acerca de si será una vía más para vigilar y reprimir la protesta y resistencia 

antiextractivista.35  

V. Petitorio 

Con base en lo expresado aquí, solicitamos a la Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos que de conformidad con el artículo 41 de la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, tenga a bien: 

Primero: Dar seguimiento a la situación y a los hechos informados y 

Segundo:  Requerir, de manera urgente, la siguiente información al Estado de Ecuador: 

a. A la Presidencia de Ecuador: 

- Por qué invoca la aplicación del Derecho Internacional Humanitario en contextos de 

delincuencia organizada y en ausencia de hostilidades armadas entre combatientes dentro de 

un conflicto armado reconocido conforme a los estándares internacionales. 

- Cómo garantizará, en concreto, el principio de legalidad, de juridicidad y la protección 

reforzada de los derechos humanos en contextos no bélicos 

- Cómo garantizará, en concreto, el principio de distinción, y con ello, la prohibición de que 

las fuerzas estatales efectúen ataques indiscriminados en contra de personas protegidas  

- Cómo garantizará, en concreto, la no aplicación de operaciones indiscriminadas que pueden 

afectar indiscriminadamente bienes civiles, infraestructuras protegidas y la vida de personas 

que no participan en las hostilidades. 

- Cuáles son y cómo funcionan los mecanismos de fiscalización y supervisión vigentes para 

supervisar las acciones de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional de Ecuador.  

- Cómo ejecutó las obligaciones de consulta previa de la Ley para la Recuperación de Áreas 

Protegidas y Promoción del Desarrollo Local a cada una de las comunas, comunidades, pueblos 

y nacionalidades indígenas, afroecuatorianos y/o montuvias cuyos territorios en 

                                                 
35 Acción Ecológica Opina. (Junio 18 de 2025). Ley de recuperación de áreas protegidas: ¿recuperación para 

qué? Acción Ecológica. https://www.accionecologica.org/alerta-proyecto-de-ley-de-recuperacion-de-areas-

protegidas/  

https://www.accionecologica.org/alerta-proyecto-de-ley-de-recuperacion-de-areas-protegidas/
https://www.accionecologica.org/alerta-proyecto-de-ley-de-recuperacion-de-areas-protegidas/


 

 

 

propiedad/posesión son afectados por alguna figura de “áreas protegidas” y, por ende, por la 

propuesta de ley 

b. A  la Asamblea Nacional del Ecuador 

-  Cuál es el fundamento legal/constitucional para la tramitación de un proyecto de ley 

destinado a combatir la criminalidad mediante el uso de un procedimiento parlamentario de un 

proyecto de ley económica urgente. 

- Cómo aplica las reglas que rigen el procedimiento parlamentario de un proyecto de ley 

económica urgente a la incorporación de disposiciones sobre los procesos judiciales penales a 

adolescentes  

- Cómo ejecuta la consulta prelegislativa a las comunas, comunidades, pueblos y 

nacionalidades impactados por la ley de recuperación de áreas protegidas, prevista en la 

Constitución y los instrumentos internacionales, incluido sin limitarse al Convenio 169 de la 

OIT.  

- Cómo ejecuta la consulta prelegislativa ambiental prevista en la Constitución (art. 398) y los 

instrumentos internacionales, incluido sin limitarse al Acuerdo Regional sobre Acceso a la 

Información, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en 

América Latina y el Caribe, o Acuerdo de Escazú.    

c. Al Ministerio de Defensa, al Ministerio del Interior, a la Jefatura del Comando 

Conjunto de las Fuerzas Armadas y a la Comandancia de la Policía Nacional del 

Ecuador:  

- Cuáles son los protocolos de uso de la fuerza y cuáles son los contenidos concretos de los 

programas de capacitación orientada al cumplimiento de derechos humanos en el ejercicio de 

las funciones de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional en según el artículo 158 de la 

Constitución y los tratados internacionales ratificados por el Ecuador. 

Tercero.- Emitir recomendaciones sobre:  

- Los riesgos de inconstitucionalidad e inconvencionalidad que aquí se exponen; 

- El uso abusivo del Derecho Internacional Humanitario para justificar medidas 

autoritarias en contextos de criminalidad; 

- La necesidad del control constitucional de normas por parte de la Corte Constitucional 

y el debate democrático informado en la sociedad civil; 

- La vigencia del principio de subordinación de las políticas de seguridad a los más altos 

estándares de forma y fondo sobre derechos humanos, colectivos y de la naturaleza. 



 

 

 

Esta leyes y el proyecto de ley de recuperación de áreas protegidas no pueden ser vistas como 

una respuesta legítima a la crisis de seguridad. Por el contrario, abren la puerta a graves 

violaciones de derechos humanos, colectivos y de la naturaleza, facilitan la impunidad de 

agentes estatales y desvirtúan la función de las fuerzas estatales en general y de las fuerzas 

armadas en particular, en un Estado democrático de derecho. 

Las notificaciones a las que haya lugar las recibiremos en el email: 

sara.oviedofierro@gmail.gob.ec  y veronicapolit@hotmail.com 

Quedamos atentos a su respuesta y a la posibilidad de concertar una reunión para ampliar estos 

puntos. 

Atentamente,  

 
 

Sara Oviedo 

COORDINADORA 

COALICIÓN NACIONAL CONTRA EL ABUSO SEXUAL - COCASEN 
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